
gLjRISi40 CONSTITUCIONAL 0 REALISMO POLITICO? 

Eduardo Soto K. * 

Siempre pareciera un poco ofensivo ,-cuando se habla de constitucio- 
nes, o con constitucionalistas, al menos en nuestro medio chileno- bajar 
a la realidad de las cosas simples, y tratar de hacerlas descender del em- 
píreo donde usualmente se sitúan: esta exposición no quiere ‘ser irreverente 
sino realista, aun a riesgo de provocar las furias olímpicas de quienes 
creen que lo constituciona! es tan respetable que no merece sino estar 
siempre colocado entre las nubes, intocado, impoluto e intangible, es de- 
cir ignorado. 

Si uno atiende a la realidad de las cosas, no sólo lo que se ve, toca II 
oye, sino a todo lo que el intelecto humano aprehende, y lo abstrae con- 
ceptualizándolo l, es posible advertir de inmediato no solo la sociabilidad 
del hombre (familia, escuela, agrupación profesional, municipio, estado, 
iglesia), sino la intrfnseca necesidad del derecho para regular las rela- 
ciones sociales entre los hombres. 

Como a -ello se une la necesidad ineludible de una cabeza que dirija la 
comunidad mayor (la ciudad), aparece igualmente de inmediato que la 
relacibn autoridad-comunidad ha de ser regulada por el derecho 2. 

Y esto que emana de solo mirar a nuestro rededor, con sentido común, 
esto es a la realidad de las cosas, lleva precisamente a ver que esa regu- 
lacibn de derecho de las relaciones autoridad/pueblo-comunidad consti- 
tuye la base, el fundamento, la fuente primigencia del derecho público, 
en dos vertientes (hoy así se mira por comodidad intelectual, diría): lo 
constitucional y lo administrativo, lo que configura al ser de lo público, 
lo .que concierne al modo de operar de él. Y digo que es una visión de 
hoy esto porque esta realidad en sí es inescindible, y no cabe entender el 
uno sin comprender el otro: de ahí que en Chile pareciera lo constitu- 
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cional puramente ideal, “empireo”, porque sus cultores y aficionados su& 
len verlo totalmente desligado de su operar práctico, de su cómo y su para 
qué, que configura su naturaleza, dinámicamente vista, que es lo admi- 
nistrativo. 

Por ello, ahora que nos toca un momento privilegiado, cual es ver y 
asistir al nacimiento de una nueva, Constitución -que por una parte ten- 
deria a perfeccionar el régimen de los derechos y su tutela, y por la otra 
a innovar en lo concerniente a la base del poder político y a su ejerci- 
cio-, he creído que podría ser útil una visión de lo que es una Consti- 
tución, según sus antecedentes históricos lo revelan, y lo que muestra k 
realidad cuando se la mira con sentido común, sin posiciones ideol6gicas 
partidistas. 

Si se analiza la idea actual de “constitución” es posible advertir de 
inmediato que ella es fruto de una visión del derecho que tiende a ver 
este como un conjunto ordenado de normas, idealmente estructurado, y 
en códigos, vale decir codificado, para plasmarlo para siem d re, en forma 
definitiva porque se entiende que es la solución mejor que ‘idealmente” 
(seg$ la razón) se ha llegado a determinar s. Es Leibniz y su idea de 
derecho natural racionalista, y codificado*, es Wolff con su visión de los 
derechos naturales 5, es 1789 con sus codificaciones.en lo público (decla- 
raciones de los derechos del hombre y del ciudadano, y las constituciones 
de 1791, 1793, 1795, 1799, etc.) *. Es el movimiento constitucional del 
siglo XIX verdadera farándula de textos constitucionales, 

Si se estudia dicho constitucionalismo -aun si someramente- es posi- 
ble advertir que sus rasgos más salientes, sus cara&&ticas más notables, 
no son sino: la organización del poder público, y una enumera&!m de 
libertades (las más de las veces con una garantía ilusoria) ‘; el pensa- 
miento que la constitución soluciona todos los problemas de la comuni- 
dad que pudiera tener en el futuros; declaraciones muy hermosas usual- 
mente, entregada su operatividad de modo general a la ley, que regularfa 
su aplicación, leyes que normalmente no se dictaban o bien se dictaban 
mucho tiempo después O. 

Pero este movimiento constitucionalista fines siglo XVIII y siglo XIX, 
e incluso el neoconstitucionalista del presente siglo, hace preguntarse -si 
se tiene un mínimo sentido histórico, lo cual no suele ser muy frecuente 
entre los juristas, al menos en Chile-, y con premura, dy cómo han vivido 
las comunidades políticas durante 2.CKNl años antes? ¿Acaso sin Consti- 
tuciones? 0 bien, dera por ventura la Constitución otra cosa para ellos? 

El estudio de la historia -auxilii el más indispensable para entender 
el derecho, al igual que la filosófía- nos muestra palmariamente algo que 
me permito señalar en tres puntos: sea el estudio de la llamada %ons- 
titución romana” lo, sea el estudio de la “constitución hispánica”*i, sea el 
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estudio de la “constitución inglesa” ra nos revela que la idea de constitu- 
. >’ cron no viene a ser sino la idea de un sistema articulado, estructurado, sin 

“ley fundamental” al modo nuestro, sino un sistema’organicamente con- 
cebido en cuanto órganos dotados de efectivo poder, en que participaban 
efectivamente los miembros de la comunidad; aquí el derecho no es de 
creación estatal, sino de reconocimiento judicial (de un derecho que es 
una relación de igualdad, lo debido según la ann6nica relación igualitaria, 
de equivalencia o proporción), de una costumbre vivida ia. 

(a) La sustancia, la esencia de esa realidad que la historia nos mues- 
tra, está configurada -en lo que hoy llamamos lo constitucional”- por 
algo simplísimo en último término: la limitación del poder que se le reco- 
noce al magistrado frente a la comunidad que dirige, gobierna o admi- 
nistra, limitación que le viene de la idea ministerial, de servicio a la co- 
munidad en que está impregnada la función de la anutoridad r4, cabeza 
de dicha comunidad. Tal limitación no es sino el medio para asegurar el 
respecto de los derechos de las personas miembros de esa comunidad, y 

(b) Todo ello nace de una “alianza” entre la comunidad y su cabeza, 
una carta reconoce dicha alianza, carta cuya violación por parte de la 
autoridad originaba para la comunidad la posibilidad de desahuciar tal 
alianza, y cesar de obedecerla y cumplirla *s. Bajo la idea de esa alianza 
es posible aun advertir algo mucho m&s hondo: es la persona, el miembro 
de la comunidad, el que unido con todos sus congeneres, es la base, eù 
fundamento (en su dimensión social, como ser sociable, dotado de socia- 
bilidad) de esa alianza, y de la carta que la, reconoce explícita y formal- 
mente, y es la base en cuanto sujeto de libertades, que son su “digui- 
dad” re. 

Todo ello, como es expresión plasmada juridicamente, implica que esa 
alianza y esa carta es una norma juridica, es derecho, es decir viene a 
ser expresión de lo justo; esa carta viene a ser el instrumento en el cual 
se textifica lo justo público, lo justo común, y en que la autoridad distri- 
buye, los súbditos tienen-derecho a esa distribución y esa distribución ha 
de ser justa, ya que la autoridad esta llamada corno misión básica suya a 
hacer justicia ir. 

Recapitulando, podría decirse- que la constitución como la vemos hoy 
arranca de la visión voluntarista del derecho, según aparece ,en el siglo 
XVIII; que la historia anterior veía lo constitucional como la defensa de 
la ciudad para la defensa de sus miembros: la persona entendida en su 
dimensión no sólo individual sino principalmente societaria, aparece alli 
como el principio, el fundamento, el sujeto y el.fin de la sociedad y del 
derecho; que la alianza, la carta, el fuero, etc., aparece como un estatuto 
consentido para la limitación de la autoridad y seguridad del pueblo/cx>mu- 
nidad frente a su cabeza, la cual cumple una función de servicio mir&teriaI 

Ahora bien, el significado concreto de esa alianza, carta, fuero, etc., no 
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es otro -si lo vemos ahora desde una perspectiva no de causa final sino 
de causa formal, esto es lo que especifica- que la defensa de la comuui- 
dad ante la autoridad y su gestión, a través de una participación en lo 
que resulta vital o de gran importancia para los miembros de. esa comu- 
nidad. Es decir, integracibn del individuo en el quehacer común (tanto 
individualmente como societariamente a través de los cuerpos intenne- 
dios) por una parte, y también defensa del interks tanto individual como 
común frente a esa autoridad (que preocupada esencialmente del bien 
común, puede lesionar éste como también el bien individual, si se aparta 
de su función repartidora, distributiva). 

Frente á esto pareciere obligado preguntarse, y bien dcuál es la realidad 
de nuestro tiempo frente al problema de la polis y de su gobierno; frente 
a lo político? dQué puede significar una Constitución frente a esa realidad, 
y nuestra realidad chilena? 

Lo cierto es que si uno mira y-quiere ver lo real, lo que realmente de- 
para esa vida que se agita en tomo nuestro, advierte: 

-una inmensa mayoría silenciosa que trabaja, que trata de vivir (u otros 
sobrevivir solamente), procupada solo dc su pequeña polis, esto es su fa- 
milia y amistades; 

-una pequeñísima minoría que se preocupa de la gran polis, de lo 
político, minoría usualmente agrupada en fraternidades ideologicas, no 
pocas veces financiadas y dirigidas desde el exterior, que constituyen los 
partidos rs; y 

-que -esta pequeñísima minoría dedicada a lo político es de ordinario 
inmune a la legalidad, al derecho, a lo justo común, es decir gobernantes 
iqué responsabilidad. tienen? Ia, parlamentarios gcómo se persigue la res- 
ponsabilidad de ellos? 20, administradores dno son acaso de ordinario in- 
solventes? Acaso ¿la responsabilidad del Estado?. UNO es ello en Chile 
algo propio de un cuento de Kafka al? 

Y la constitución, darregla algo el panorama? 
$.31ál es el remedio que se ha buscado frente-a esta realidad, que no 

parece, Por cierto, ser propiamente paradisíaca? 

Parecería que el remedio no es suficiente en el solo plano estructural, 
sino a nivel operativo, o mas bien a nivel constitucional dinámicameute 
concebido. 

Y es una verdad irredargiiible: de nada, absolutamente de nada, sirve 
una constitución si en los hechos, si en al realidad, no hay una defensa 
de los derechos y libertades de los ciudadanos, derechos y libertades que 
son el alma, el fundamento, la base de lo propiamente constitucional: 
todo el resto es consecuencia de esto. Si esto no camina, la constitución 
misma será irremisiblemente inútil, dará una farsa, será un guignol, una 
pura commedia dell’arte. . . %. 
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Y esa defensa básicamente es la judicial, es decir la posibilidad cierta, 
indisktida y omnipresente, de acudir ante el juez para que decida (y SU 

decisibn sea cumplida) cualquier controversia -sea sobre la materia que 
fuere, en circunstancias ordinarias o extraordinarias, normales o anormales- 

que oponga a una persona con otra, sean naturales o jurídicas y estas pú- 
blicas o privadas, aun si se trata de la autoridad y la más alta que sea, 

pues por encumbrada que este, también está ella sometida al derecho, y 

es responsable de sus actos. Y dicha defensa es precisamente la hetera- 

tutela judicial, un tercero independiente e imparcial que diga el derecho 
(Jo justo, lo debido) de modo definitivo y obligatorio para todos en una 
sociedad civilizada. 

Y el pronunciamiento del juez habrá de ser -en lo que se refiere en 

especial a la tutela que otorga al individuó frente al, poder público (v. 

gr. fundamentalmente legislador y administrador)- tanto en lo que con- 
cierne a la anulación de los actos antijurídicos emitidos o dictados por el 

poder público, como asimismo en lo que se refiere al reconocimiento del 
derecho a ser indemnizado aquél si hubiere sido dañado’ por éste (sea por 
su actividad jurídica desarrollada, sea por la conducta material de sus 

agentes). 

Pero como esto no basta, porque lo jurisdiccional llega ya normalmente 
cuando la ofensa contra la persona se ha consum ado, se ha ideado la de- 
fensa previa -antes que el aoto de la autoridad nazca- a través de los 
llamados procedimientos administrativos, lo que implica la participación 
de la persona (ya beneficiario, ya afectado) en la elaboración del acto 

mismo de la autoridad *. 

Defensa-participaciondefensa es el circuito primigenio de lo cons- . 
tituoional a4, 

$erá acaso esto demasiado revolucionario, hoy, en que lo constitucio- 
nal parece oscurecido por una visión idealista, romántica, del derecho 

constitucional al menos en nuestro país? 

,$erá, acaso, una ofensa al lirismo constitucional que nos circunda? 
~NO es más fácil soñar y hacer soñar? 

Vuelve al origen de las cosas y descubrirás lo perenne 
pero Je interesa a alguien, hoy, en esta época, la verdad 
es decir la realidad? 

de la realidad, 
de las cosasa5, 

NOTAS 

r Sobre nuestra posieion realista, oh. nuestras Alg~nus~consideraciones sobre 
la potin de les iLcrJstas frente al derecho en la época actual (hacia un fina+ 
lismo reaîista), en RDP 19/29 (1977) 379-384; para quien quisiere intmdu- 
cirse en el tema en sus -bases filos6ftcás vid. entre otros para una primera aproxi: 
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mación, E. GILSON El realismo metódico (varias ed.) Rialp. Madrid; J. F’IEPER, 

El descuhrhniento de la reaZidad. Rialp. Madrid. 1974; y la obra cl4sica de 
R. GARRIGOU-LAGRAXGE, El realismo del principio de f+nalidkul. Descl&. Buenos 
Aires. 1949. 

2 Sobre la politicidad del derecho, vid. la obra magistral de F. OLGUTI, ll 
concetto di giuridtitd in San T omunaso dAquino (5? ed.) Viti. e Pensiero. 
Milano. 1955 (hay trad. española reciente, Eunsa. Navarra. 1977); en posición 
diversa G. GRANEFIIS, Contribución tomista a la fi2osojfa del derecho. Eudeba. 
Buenos Aires. 1973 (hay trad. chilena en prensas, Edit. Juridica de Chile). 

s Sobre el vohmtarismo jurídico y so eclosión bajo el iusnaturalismo raciona- 
lista protestante de los siglos XVII y XVIII especialmente, vid. entre otros, Ph. 1. 
André-Vincent, La notion nwdeme de droit naturel et le volontarisme, en APD 
8( 1963) 237-259 (trad. argent. Gbersi. Buenos Aires. 1978); M. Villey, Essor 
et décadence drc volontarisme jur+dique, en APD 3 ( 1957) 87-98; Les fonda~eurs 
de l’écok du droit naturel mi&rne au XVIII& s$ck, en APD 6 (1961) 73-105 
(trad. arg. oit. 197.8); Lecon.s dhistodre de Za philosophie du droit. Dalloz, Pa- 
ris. 1962, 51-87; La fonnation de la pensée @idique moderne. Montchrétien. 
Paris. 1975, 263-272, 580-704; A. GUZMÁN, La fijación del derecho. EX. Uni- 
versitarias de Valparaíso. Valparaíso. 1977, 55-65; para la perspectiva del de- 
rechq privado vid. entre otros, G. Solari, Filosofía del derecho priuodo (2 ~01.). 
Depalma. Buenos Aires. 1946, 1 3-80, y especialmente F. WIEACKER, Historia 
del derecho priuado en la Edad Moderna, Aguilar. Madrid. .1957. 197-292. En el 
campo politice puede verse, entre muchos, J. L. TALMON, Los orágenes de la’&- 
mocrackz Wul&n+a. Aguilar. México. 1956, en es@ la parte “primera, 17-7’. 

* Sobre Leibniz (1646-1716) vid. entre otros, Villey, Les fonokteurs dt. 97- 
106; Solari cit. N-107; H. WELZEL, In2roducción a la filosofía del &echo (2s 
ed.) Aguilar, Madrid, 1971, 149-163; Guzmán, La filación cit. 75-85, esp. 81 &.; 
una brevísima resería en Leibniz y la codificacidn del derecho ,en EDP 19/20 
(1976) 63-67; G. Grora, La @tice humaine selon Leibniz. PUF. Paris. 1956; para 
el ideal codificador Guzmán,. La fijación cit. 47-90; Wieacker ctt.. 292-321; Solar¡ 
tit. 59-380; E. Lerminier, In&w&&on géner& a l’Histoire du droit. Chamerot. 
Paris. 1835, 155-173. . 

s Sobre Christian Wdff (1679-1754) vid. c. gr.. Wieacker cit. 284288; Solari 
cit. 103-107; Guzmán oit. 57 s., 68 s., 84 s., M. Thomann, Christiun Wolfj et k 
droit sub##, en APD 9 (1964) 153-174; In&ence du ph&wo,vhe alkmand Ch&- 
tian Wolfj sur ~Encyclopedie et la perw5e pol&que et fur&que du XV&!. 
sf&k fra%aie, en APD 13 (1968), 233-248; Htioire de l’tiologie @idique au 
XVIII& sièck, ou le droit prlsonnier des mots, en ARD’19 (1974), 127-149, 
espec. 136-140; para sus perspectivas filosóficas vid. entre otros F. Copleston, 
fH.st& de la @woffa (8 VO].), Ariel, Barcelona, 6 (1974), 109-117; G. Fraile, 
Histuria de la filosofia (5 val.), BAC, Madrid, 3 (1966), 971-978: E. Brehier, 
Historia de Za filogofía (2 val.), 3* ed. Sudamericana, Buenos Aires, II, 311, 315; 
E. Gilson, L’&tre et Lessence (2* ed.), Vrin, París, 1972, 165-186. i 

0 Sobre 1789 y la revolución francesa, cuya literatura es inmensa, oid. para 
estos efectos, y entre otros, A. DE TOCQUE~ILLE, Láncien régime et la r&&u$m. 
Gallimard, París, 1964; J. E~uL, Histoire des inst%uWns, PUF, Paris, tqme II, 
vol. 2 ( 1956), 559-690 (l’époque des con.Hitutions) ; J. GODECHOT, Les in&tuNns 
de la Fra&e .sow la réodutlon et tempife (21% kl.), PUF, Paris, 1968; Les 
révolutti (1770-1789), PUF, Paris, 1963; La pensée réoolutionnaire, Colin, 
Paris, 1964; G. SAUTEL, Hi&&+e des in&tutkms publiques d.epuis la rboolution 
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ftasq&~ (26. Bd.), Dalloz, Paris, 1970, 10-304; P. C. TIMBAL, Histbire des ins- 
titqtkmaetdesf&s sockmx (48. kl.), Dalloz, Paris, 1970, 441-521; J J. CHEVA- 
*ER, Histoire des iwt&tbw et des régunes pditigues de la France de 1789 d 
nos @m (48. éd.), Dahoz, Paris, 1972, 3-101; J. TOUCHARD, Histoive des @es 
pd5slques (2 vol.), PUF, Paris, 1967, II, 458476; G. BURDEAU, Traité des 
science po&ti+e (10 vol.), 2&. éd. LGDJ, Paris, “L’etat IibéraI” (2 val.), tome 
VI, val. 1 (X971), 123-156; para la filosofía del movimiento revolucionario P. 
JANET, La philosophie L la r&okfon frun@.w, Germier Bai,llière, Paris, 1875; 
B. GR~ETHUYSEN, Phibsvphie de kz récok.tkm franpis~, Ed. Gallimard, Paris, 
1958 (Ed. Gonthier, 1966) ; D. MORNET, Les origines &eUectueUes de la révo- 
lutia jrarr&se (1715-1787), Colin, Paris, 1933; para la revolución misma las 
obras clásicas de P. GAXYIYX, ik reool&on fmnqhe, Fayard, Paris, 1928; R. 
MOUSNIER-E. LABROUSSE, Le XVlIIè., si+?&. Rk&tion technique et politique 
(1715-1815), PUF, Paris, 1953 = VOI. 5 de la Histoire générale des civihsa- 
tions); G. LEFEBRE, La réuoktion frat@se, PUF, Paris, 1951; recientemente N. 
HAMSON, La reooZti francesa, Alianza, Madrid, 1974; uirl. también A. Lt\- 
TRE~~,LE, L’Egkse C&uZiqw et la réodutkm fmn@se (2 vol.), Hachette, Paris. 
Para las declaraciones de derechos, de 1789, etc., oid. J. J. CHEVALLIER, cit. 22- 
25; E¿LUL, o&. 562564; J. RIVERO, Les libertés publiques (2 vol.), PUF, Paris, 1 
(1973), 33-67; c. SÁNCHEZ PIAMONTE, hs dereChos del hombre en .h reoOh- 
cián fruncesa, Ed. Facultad de Derecho, UNAM, México, 1956. 

TEn las constituciones del período revolucionario francés (1791-1799), es 
particularmente claro su contenido de pura organización del poder público (oid. 
~1. gr. M. D-GE& Constitutiow et documents politiques (48. ed.), PUF, 
Paris, 1966), con un preámbulo que repite, o más brevemente o más desarro- 
llado, según el caso, la Déclaration de 1789; respecto a las garantías de esos 
derechos o libertades frente al poder público (o. gr. ejecutivo), son realmente 
inexistentes. 

s Ello aparece especialmente en el ideario de Rousseau (uid. entre muchísimos, 
R. DE~ATHÉ, Jean Jacqws Rousseau et les idées politiques de son temps, PUF, 
Paris, 1950; J. J. CHEVALLIER, Les grandes oeuores pditiques de Mochiuuel d ms 
foura (46. ed.), Cohn, Paris, 1954, 142173; G. SABINE, Historiu de la teoríú 
po&fou (4s ed.), Fondo de Cultura Ecc&mica, México, 1968, 423-438; J. Tou- 
-D, Ca. ‘II, 421-431; R. L~mrouss~, Introducción a la fllosofia poI&i.ca. Ed. 
Sudamericana, Buenos Aires, 1953, 201-220; G. CATLIN, Historiu de los fildsofos 
politicus (2a ed.) , Peuser, Buenos Aires, 1956, 471-513; J. L. TALMON, Los orf- 
genes, cit.; S. GINER, Historia del pensamiento so&, Ariel, Barcelona, 1967, 
293-306; F. cCm’I.ESTON, cit. 6 (1974), 65-102; FRAILE, cit. 3, 939-952). Entre 
nosotros Juan Egaña, notable jurista de su época, es un típico representante de 
ese pedagogismo,moraIizante de la ley que hace mejor a los hombzes, y solu- 
ciona -si ésta es la ley fundamental- todos los problemas (oid. su CP 1823 (Va- 
lencia Avaria, AmIes de la Aepúbkas, 2 val.). Impr. Universita~tia, Santiago, 
1951, 1, 103-ll*, y en especial su Título XXII (en Valencia, cit. 133-K%), 
“moralidad nacional”, y sobre todo oid. su “Proyecto de Constitución para el 
Estado de ChiIe” (1811), en R. BRISBNO, Memoria H&&ow&ico del &w&o 
púbZico chileno. Impr. Belin, Santiago, 1849, 279-328: de espwial interés son las 
“ilustraciones” que acompañan como ap&Iice a dicho proyecto, en BRISEÑO, 

cit. 334354); sobre Egaña oid. en particular R. SILVA CASTRO, Egmía en la 
Putria Vieja 18101814, Edit. Andrés Bello, Santiago, 1959; L. GALDAMES, La 
ewlución oon&&awl de Chile, Impr. BaIcelIs, Santiago de CbiIe, 1925, 209- 
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257; W. HAN~H, La ~5Z0sofÍ.a & don Juan Egaña, en Historia 3 (1964), 164310 
especiahn. III parte “La filosofia de la realidad”, 291502. 

p Vid. u. gr. la CP 1833 en sus disposiciones transitorias (art. 2), donde 
entrega variadas materias en su aplicación a la ley (entre otras, la del arreglo 
del ré@men interior, la de organización de tribunales y administración de justi- 
cia), que a veces tardaba decenios en dictarse (0. gr. la última citada fue recién 
dictada en 1875; es decir 42 años después). Sobre estas características que hemos 
brevisimamente señalado, vid. con mas amplitud C. BIDART CAMPOS, Dwecho 
poZftico (4s ed.), Aguilar, Buenos Aires, 1972, 503-517. Cbmo contrasta esta 
vision naturalista de la sociedad, el Estado y la persona, donde todo es antropo- 
céntrico y desligado de su Creador, con la vision realista del -hombre, de la so- 
ciedad y del estado, que suponen a Dios, Creador de todo lo creado: oid. 
,León XIII, Zmmorhdc Dei (1.11.1885), donde explícitamente estudia el .pro- 
blema del llamado constitucionalismo moderno, esto es, el que arranca sus orí- 
genes en 1789, y se plasma en el liberalismo decimonónico (habia insistido ya 
en ello en la Diutumzrm il2ud (29.6.1881), sobre la concepción católica de la 
autoridad pnblica) . 

ia Sobre la “constitucion romana”, especialmente de la república y del prin- 
cipado, cuya literatura es frondosa, vid. como aproximación entre otros, P. BON- 
FANTE, %WiU del di&tO T- (2 val.) GIUFFRÉ, MILANO, 1958/59, 1 t%I!I3; 
329.381; V. ARANCIO RUIZ, Hktorfa del derecho romano (38 ed.). Reus, Madrid. 
1974, 18147, 222-284; A. GUARINO, Sto& del diritto mmuno (5s ed.), Jovene, 
Napoli, 1975, 64-109, 141-238, 314-414; P. DE FRANCISCI, Sto& del dirttto roma- 
no (3 VO].). Guiffré, Milano, 1943/44, 1 175-319, II 69-198, 271-372; Aruma 
fmperii (3 val.), Guiffré, Milano, 1948, III tomo, 1 60-168, B39-338 (muy útiles 
también las páginas dedicadas por este gran nmeatro a la herencia de Roma en 
III tomo 2 227-388); en su Sintesis histdrica del derecho mmuno. Ed,. Revista de 
derecho privado. Madrid, 1954, 19-151, 213-437; C. Grrosao, Leziont pi &wiu 
del dititto romuno (4? ed.). Giappichelli, Tormo, 1960, 173-248; P. FRG~, 
Corso di Sto& del diritto Romano (3a ed.). Studium, Roma, 1974, 172-336; F. DE 
MARTINO, Stotia della cotwtituzione romumr (ya 6 ~01.). Jovene, Napoli, 1958 SS.; 
TH. MOMMSEN, Disegno del diritto Romano (trad. Bonfante). Celuc. Milano. 
19~73; R. LABROUSSE, Introducción a Las Leyes (Cicerón). Edic. Univ. de Puer- 
to Rico (Rev. de Occidente, Madrid). San Juan, 1956, IX-CI,XXXV esp. 
CXXXVII-CLXXXV (las leyes politicas). Para la constitucion augustea, recien- 
temente F. FABBRINI, L’impero di Augusto come ordtnamento sowanazionate. 
Giuffré, Milano; 1974 (no se olviden las palabras de Augusto que refiere Suetonio 
(Los doce ct%eres) (Octavius Augustus, 28), utilizamos Suétone (ed. bilinngüe 
latin-frances, 3 ~01.). Panckoucke ti. Paris, 1930, 1 188) : “Me ha tocado el pri- 
vilegio de establecer sana y salva la república en sus fundamentos y pueda al- 
canzar el suspirado fruto de que se me conozca por autor de la constitución ideal 
(liceat atque eius rei fvwtwn percipere quem peto ut opthi stutus uuctor di- 
cer . .), y pueda morir con la esperanza de que no habrán de ser perecederas las 
bases por mí asentadas (fundamenkr rei punrblicae quue fecero): es el mismo ideal 
que revivir8 el siglo XVIII, vid. nota 8 precedente). 

11 Sobre la “constitucibn hispana” -término en verdad no utilizado mayor-r&- 
te por los historiadores del derecho espaiíol-, oid. entre otros, M. GARCÍA GA- 
LLO, Mam.uzZ de historia del derecho español, (2 val.) 3a ed.) s/impr. Ma&id, 
1967, 1563-838; L. GARCíA DE VALDEAVELLANO, &rso & historfu de kx.s inst4tu- 
ciones espariolas (4s ed.). Rev. de Occidente, 1975,217-t%; J. LALINDE ABAD& 
jnf&&&n histórica ~2 derecho espufiol, Ariel, Barcelona, 1970; J. BENE- PÉREZ, 
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HLptmfo &z ?a adjainãrtracidn egm&lu e h+anoumericana, Aguilar, Madrid, 
1958, espeo. 203-424; J. A. MARAV~L, Estudios de historia del pensarn.i.ento es- 
pañol (2* ed.). Ed. CuItura Hispánica, ~Madrid, 1973 (el pensamiento político de 
la edad media, 33-66; el concepto de monarquía en la edad media española, 
67-89; la corriente democrática medieval en Es$úia y  la fórmula “quod omnes 
tan@“, 173-190); J. M. PÉREZ-PRENDES, Cortes de Castilla, Ariel, Barcelona, 
1974. Sobre la “constitución indiana”, oid. entre otros, GARCÍA GALLO, Za CMIS- 
titución po&ca de las Indias e@&.s, en Estudios de historia del derecho in- 
diano. Iris. Nac. de Estudios Jwtiicos, Madrid, 1972, 489-514; también BENEY- 
ti, Mt., 425-437; J. M. Ots Capdequi, El Estado español en Zas Indias (4a ed.). 
Fondo de cultura económica. México, 1985;. tam&ién HistmG del derecho es- 
pañol en Américo y  del derecho indiano. Aguilar. Madrid, 1969, 37-41, 123- 
204. 

. 

l* Sobre la “constitución inglesa”, entre otros, vid. J. E. A. JOLIFFE, The coA- 
titutkmd h+tory of medieual Englad (3rd. edn). Black. London, 1961; D. L. 
KEIR, The constitutional histmy of moderno B&ain (6th. edn). Black. London, 
1960; F. W. Maitland, Th.e c&itutionaJ htioty af Englund. Univ. Press. Cam- 
bridge, 1976; TASWELL-LANGMEAD'S, English constitucional history (11th. edn.). 
Sweet and Maxwell. London, 1962; S. A. DE SMITH, Constitutional am! aq!min&- 
tratiue Zaw (2nd. edn) Penguin. Harmondsworth. 1975, esp. 17-95; V. A. DI- 
CEY, Introductiun to the study of the 2au; of the constitution (10th. edn). Mac- 
Millan. London, 1965 (ver asimismo la introducción de E.C.S. Wade, XVII- 
CXCVIII); siempre de inte& son aún W. BAGEHOT, The EngZish Constitutton 
(7th. edn). Kegan, London, 1894 (trad. española de A. Posada. La España Mo- 
derna, Madrid. s/f); W. Stubbs, Histoire mnst~tionnelle CFe PAngleterre (trad. 
Petit-Dutaillis). (2 VO].). Giard-Briére. Paris, -7; W. ANSON, Loi et profique 
@m&tu~~&s de ¿‘AngZ&me (3 ~01.). Giard-Briére, Paris, 1903. 

Para el constitucionalismo griego antiguo -que hemos omitido en el texto 
por ser de variado espíritu- uid. entre muchísimos, y  especialmente referido a 
Aristóteles (que es quien mejor vislumbró la primacía de la ley), E. BARKER, 
The Politks oj AristotZe. Univ. Press. Oxford, 1946; M. DEFOURNY, A&tote. Etu- 
des sur .&I Politique. Beauchesne, Paris, 1932; J. Toucwnn, Hbtoire des id& 
poìitiques (2 VO].). 38. ti. PU’F, Paris, lS67,I S-55; E. VON HIPPEL, Historia de 
kz fdosx$a politica (2 vol). Iris. Est. Políticos. Madrid, 1962, 1, 119-202; P. 
JANET, Hktoire de la sciewe politique dans ses rapports avec Icl morale (2 vol) . 
3é. éd. Alcan. Paris, 1887, 1 53-232; A CROIZET, Las democracias antiguas. Ed. 
Siglo Veinte. Buenos Aire, 1944; G. GLOZZ, La ciudud g&gu. Uteha. Maéxi~. 
1957; C. M. BOWRA, Lu Atenas de Pericles. Alianza, Madrid, 1975; A. ROMERO 
CARRANW, Histmia n%l deíecho polftico (2 ~01.). Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 
1971/72, 1 (1971) 233-270. 

Para la.“constitu&n hebrea”, oid. nota 14. 
“Los ‘m’ores maiorum”, el derecho común (“common law”), las libertades 

de los “omnes libres”, etc. 
l*Esta idea ministerial la vemos como típica de la concepción teoc&trica 

israelita., donde la autoridad está limitada y  finalizada por su propia naturaleza: 
la autoridad (rey u. gr.) es’ elegida por el mismo Dios (Yahvé) para conducir 
a SU pueblo en la tiarcha hacia El, de. allí su fidelidad a esa vocación y  su res- 
ponsabilid$; la idea de autoridad limitada es uno de los más significativps y  fun- 
damentales aportes al pensamiento político que debemos a la constitución ve- 
terotestam*taria: oid, en especial J. GARCÍA TRAPIELLQ, La a&ori&d &d en 
el M~O del AMgw Testm-ento, en RDP 16 (1974) ll-47 (últim,amen- 
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te, La preooupocidn s&aZ en el Antiguo Te&~o, en Angelicom (Roma) 55 
(1978) 161-192); también W. IRUTPI, Los hebreos (3s ed; vol. 2 de El pensa- 
miento prefilosófico. Fondo de cultura económica. M&ico, 1988) 142-187; pne- 
de ser de utilidad señalar entre otros textos del AT, el Deuteronomio 17, 1420, 
Ramada metafóricamente “la constitución hebrea”, o recopilación de la ley, don- 
de aparece claramente la vocación de servicio de la autoridad, so función minis- 
terial; ck?. en general R. DE VAUX, Znstäuciones del dtiiguo Testamento. Header, 
Barcelona, 1984, 195-231, esp. 138-221. Para una visiión elemental del pensa- 
miento pohtico hebreo A. TRUYOL SERRA, Hiaturiu de la fi.!mofía del derecho 
y de2 estodo (2 val.). Rev. de Occidente. Madrid, 1954/75, 1 (3+ ed. 1981), 40- 
54; A. ROMERO CARRANZA, cit. II 37-70. 

La idea ministerial hebrea pasaría integra -diria sin temor a errar- al pen- 
samiento cristiano (cid. San Marcos 10, 41-45; puede ser de provecho nuestro 
Poder y Derecho, en RChD val. .l (1974), 1, 83-72), y luego medieval (vía 
San Isidoro de Sevilla: cid. c.gr., H. X. ARQUILLIÉRE, L'augustinime pditique 
26. éd.). Vrin. Paris, 1972, esp. 71-94, 142-153; F. KERN, Derechos del my y 
derechos del puebZo. Rialp. Madrid, 1955, 35139). No quiere decir esto que las 
ideas de “oficio” romana y de ‘inunus” estuvieran exentas de una significación 
ministeriaI, pero sos perspectivas obviamente son diferentes. 

r5 Es la idea del derecho de resistencia contra tiranos, tan desarrollados en la 
época medieval (oid. a título meramente ejemplar, F. K&v, cit. 124-229; A. 
ROMEIPO CARRANZA, El derecho de resistazcia a la opresihn. Omeba. Buenos 
Aires, 1967, esp. 17-74; GAncí.4 GALLO, cft. 1 830-837; G. BURDEAU, Troifé de 
sckmce plitique (6 ~01.). le. kl. LGDJ. Paris, 1949/56, III (1950) 445-521; E. 
GALÁN P GUTIÉRREZ, La fhoff.o polltica de Santo Tomás de Aquino. Ed. Rev. 
de derecho privado. Madrid, 1945, 181-231; M. Jusn, LÓPEZ, ZtirM e lOs 
e&udkrs politices (2 VO].). Kapehrsz. Buenos Aires, 1969/71, II 99-103, 118. 
124. U. Nrconnr~, Il @t+io di lega&6 n&e dkmocm& itaSane. Cedam: Pá- 
dova, 1955, 151-174; L. Dworr, Truf.ré de drtit comt&tkmneZ (5 val.). 2é. 
éd. Fontemoing. Paris, 1921/25, III paragr. 101, 735750. Para Juan de Sahs- 
bury y su ‘Polycraticns” vid. entre otros W. EBENSTEIN, Los grano% pensadores 
pdétticos. Rev. de Occidente. Madrid, 1985, 229-253; J. BENEYTO PÉREZ, His- 
miu de,lm doctrinas politicas (4” ed.). Agoik. Madrid, 1984, 174; sobre ti- 
ranía 130-132; para el Padre Juan de Mariana y su “Del rey y la institución real”, 
libro 1 Cap. 5 a 8, cid. C. HANSEN, Ensayo sobre el pemamhnto del Podre 
luan de Maïiana. Edit. Universidad Católica de Chile, Santiago, 1959). 

ssEllo sera particularmente puesto de relieve por el pensamiento pontificio 
de los últimos 100 años, y en especial y sobre todo por Pío XII. La dignidad 
de la persona humana, junto con la igo&dad fundamental de todos los hombres, 
y el reconocimiento de derechos inalienables que posee, como sujeto de dere- 
cho, configura la concepción misma del hombre que la Ramada doctrina so 
cial de la Iglesia ha venido desarroBando desde sus bases evang6licas (vid. o. 
gr. E. GUERRY, La doctrina social de la Zglesfu (38 ed.). Rialp, Madrid, 1983, 
71-130; también PH. DE LA CWPELLE, Lu dkckwatkm uniomseUe das c&&s 
& &nmne et le cutholti. LGDJ. Paris, 1987, 207-283, espec. 228249 % 
dignit6 natnrelle de I’homme”; puede ser útil respecto a la idea de personalidad 
qne origina el cristianismo, CH. NomUs COCHnANE, C&st4an&rno y rx&uro ckt 
sbce. Fondo de cnltnra econbmica. México, 1949, cap XI Nostra philosophia, 
el descubrimiento de la personalidad 389-442). 

Esa dignidad del hombre, de la persona, no le viene sino del hecho de ser 
imagen de Dios (Pío XII, Meqe de Nuui¿Zud 1944 (Benignitas ‘et humani- 
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tas) 22; particular desarrollo ha dado este grande y sapientísimo Papa a la dig- 
nidad esencial del hombre, con todas las consecuencias que ello trae aparejado 
en el orden político: uid. también esp. su Menaje & Navio!ud 1942 (Los ftm- 
damentos del orden interno de los Estados, o de la convivencia social) 35s.~; 
ya, desde su ~primera encíclica (M porsifieatzrs, de 1939), sobre la soli- 
daridad lmmana, haría ver la importancia fundamental de reconocer y respetar 
esa dignidad, pero centrada en Dios y vivificada en Gristo, recordando aqu+ 
Po de San León [Magno: lrecuerda, oh cristiano, tu suprema dignidadl). 

De esa dignidad, que es la dignidad de la imagen de .Dios, emana lo .que 
se ha llamado la “constitución cristiana”, es decir la ordenación de la socia 
dad, la persona y el estado seg6n los principios c&licos, desarrollados por 
la Iglesia a través de los tiempos, y especialmente desde León XIII a Pío XII 
(uid. o. gr. la exposición sintética y el sumario sistemático de A. Martin Arta- 
jo, que introduce a DoctrJnu PontifSa. Ikwnen&s p&tkx~s. BAC. Madrid. 
1958.11-178; en esta obra pueden encontrarse Ios documentos que hemos citado 
y citaremos a continuac&); 

Debe advertirse -para evitar malos entendimientos- que cuando decimos 
respecto a la “dignidad del hombre”, de la persona, no tiene relaci6n alguna 
con el aprovechamiento político partidista que muchas veces se hace de la 
Iglesia y del pensamiento pontificio, y del Evangelio. Ha de recordarse las 
siempre sabias enseñanzas -y arín de actualidad- de aquel gran Pontifice que 
fuera el esclarecido León XIII: “querer implicar a la Iglesia (sed Ecdesimn 
bruhere ad ynwtes} en querellas de politica partidista o pretender tenerla como 
auxiliar para vencer a los adversarios politices, es una conducta~que constituye 
un abuso muy grave de la seligi6n” (Sapknke CW.stfunoe) (los deberes del ciu- 
dadano cristiano) de 10.1.1899, paragr. 15; ello será reiteradamente enseñado 
por el mismo León XIII, en la Cum ndta (8.12.1882), en la Graoes de conwrw 
ni (18.1.1901). San Pío X lo recordará en Notre chwge apwtdique (25.8. 
I910), que condena como hereje al movimiento “Le sillon”, y luego en el 
Decreto de condena del movimiento “L’action francaise”, publicado el 29.12. 
1926, por Pío XI; lo confirmara una vez más Pío XII en su MenUuie de Na- 
o@ud, 1951, sobre la aportación de k Iglesia a la paz); o aún ‘los hombres 
que subordinaren todo al triunfo previo de su respectivo partido, aun en el 
caso que les parezca ser 6ste el medio m6s apto para la defensa de la religi6n, 
quedarian acusados y convictos de anteponer, de hecho, por una funesta in- 
versión de ideas, la polltica, que divide, a la religión que une” (Notre & 
IuNon (sobre bien combn y las diversas formas de gopmo) de 35.1892, pa- 
r6gr. 18). San- Pío X dir8. pocos años más tarde: . . . la Iglesia ha dejado 
siempre a lasnaciones la preocupación de darse el gobierno que juzguen más 
ventajoso para sus intereses ‘. Lo que nos queremos afirmar una vez más, si- 

* .&ta enseñanza es chica eu el Pensamiento de le Iglesia: si se trata de cuestio- 
nes meramente politicas, del mejor régimen nolftico, de tal o cual.fonna de cons& 
tuci6n I>olitica, está Permitida una honesta diversidad de opiniones cLe611 XIII, ti- 
rn&tale Dei ctt. par+. 23). “La elewi6n de una u otra forma política es posible y 
lidfa cm tal que esta forma garantice eficazmente el bien con& y la utilidad de 
to&” (immwtde Dei cit. par&. 2); “No hy razón pua que la Iglesia desapruebe 
el gobierno de un solo hombre o de muchos, con tal de que ese gobierno sea justo 
y atienda a la común utilidad” (Dftiumum iUud dt. par6gr. 4); “La Iglesia no con- 
dena en modo algnno las preferencias politkas, con tal que 6sta.s no man contrarias 
a la religi6n y la justicia” (Cum muka &. par&gr. 3); “La Iglesia no condena forma 
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guiendo a nuestro predecesor [León XIII] es que hay ùn error y un peligro 
en enfeudar, por principio, el catolicismo a una forma de gobieollo; error y 
peligro que son tanto más grandes cuanto se identifica la religión con un g& 
nero de democracia cuyas doctrinas son erróneas (Notre churge apostol+e 
cit. par. 31, con resonancias tan actuales para los chilenos; que parecerían 
palabras dirigidas ex profeso a ciertas posiciones políticas que. se dicen cristia- 
nas, y que evocan curiosamente las mismas posiciones que San Pío X con- 
denaba como herética en el docnmento citado). Pío XII, con su lucidez y 
penetración características, iría en la misma linea 50 años mkts tarde, am- 
pMndola aiín m4s: “Los hombres políticos, y 8 veces incluso hombres de 
Iglesia, que intentaren hacer de la Esposa de Cristo su aliada o instrumento 

,de su combinaciones políticas nacionales o internacionales, lesionarían la esen- 
cia misma de la Iglesia, dañarian ãa propia vida de ésta; en una palabra, la 
rebajarían al mismo plano en que se dt<baten los confïctos de intereses per- 
sonales. Y esto es y continúa siendo verdad aunque se haga por razones e 
intereses en sí mismos legítimos” (Mensaje de Navidad, 1951, dt. par&r. 8). 

17 Si la Constitución Política es norma jurídica, esto es, constituye derecho, 
ha de ser entonces, expresión de lo justo, su objeto es lo justo; como se trata 
de regular bbicamente la relación entre la comunidad y la autoridad que la 
dirige, dicha relación es una relación finalizada a repartos, atribuciones, dis- 
tribuciones, y por tanto, trata de concretar lo justo distributivo, lo justo CO- 
mún. De allí, que el texto constitucional sea un texto fundamento de la justicia 
distributiva que realizar en una comunidad dada, y, en consecuencia, deba 
acomodarse, adecuarse, ajustarse, a sus principios. 

u No se vea en esto sentido peyorativo alguno, que no es esa nuestra in- 
tención, sino una descripción descanarda y sin eufemismos de la realidad pura 
y simple. 

‘@Hablo de responsabilidad jurídica propiamente tal, se decir, la obligación 
de dar cuenta de sus propios actos ante el juez, en la medida que sus actos 
hayan producido un daño o lesi&n antijurfdica a un tercero o grupo de teme- 
ros, y el deber consecuencia1 de reparar dicho daño, indemnizando al agravia- 
do. Y en tal sentido dees o ha sido acaso el Presidente de la República respon- 
sable en el derecho chileno? y respecto de los ministros ies acaso, o ha sido, 
distinta su situación en la realidad? 

BdNo son, acaso, los parlamentarios el caso m&s típico de absoluta irres- 
ponsabirlidad juridica por su actuación tanto de legislador como de represen- 
tantes luto sensup UNO sería, tal vez, pertinente revivir la sana costumbre grie- 
ga de hacer responsable al legislador por las leyes que propiciara? (ofd. o. gr. 
T. Cnwwmc, 1-s juridi-cv-políH.c~ en la Atena clel siglo V AC, en 
RDP 18 (I975) 47). 

alguna de gobierno, con tal que sea a@a .m sí misma mara la utilidad de los ciuda- 
danos- (mme praestantìssmutn (2O.S.l838), -pan%gr. 32); “Se puede afirmar igual- 
mente con toda verdad que todas y cada una [de las formas de gobierno] son bu+ 
nas, dempre que tiendan rectamente a su fin, es decir, al bien ccmím, raz6n de ser 
de la autoridad social” (Au m&eu des &&&I& (16.2.18Q2) par&. 15); final- 
men& “la Iglesia oat6lica, no estando bajo ningún respecto ligada a una fo- de 
gobierno más que a otra, con taI que queden a salvo los derechos & Dios y de ll 
conciencia cristiana, no encuentra d&c&ad en avenirse con las divenras in&twio- 
nes politicas, sean morkquicas o repnblicanas, ariskc&icas o democr&cas” (Pío XI, 
zMeot48sime nob48 (3.6.1433) parágr. 6). 
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Q1 Sobre la increíble posición de la’ Corte Suprema en materia de responsa- 
bilidad eatracontractual del Estado, vid. recientemente P. PrEFmY, LU teg><a, 
sa- extmm@& ch1 Esta.&, en ADA 1 (1975/76) 484-498, y nuestro 
La tekymddhd extt~actuul dd Esta& c7oGniM&, un pnku%@o 
gmed del derecho chileno, en RDP 21/22 (1977) 149-156, más ampliamen- 
te en RD 165 (1977) 131-139, esp. 132, nota 3. 

No es tan ajena a Kafka, tampoco, la posición de nuestros tribunales (y ya 
desde 1925 adelante) en b referente al Control jurisdiccional de los actos da 
la Administración, es decir, el llamado contencioso anulatorio: vid. nuestro re- 
ciente Le fxmtenoioso adm%&mtiw y los tîibu& ordinarios ck @tic& en 
RDP 21/22 cit. 233-249; antes, nuestro Le comp&en&a cmtenciuso adddhw 
titm de Lx ttibunaZes ordina&s de @sti&, en RChD 1 (1974) 3/4, 349359. 

SY no s610 que existan las debidas garantias procesales, sino que el juez 
actúe dando la debida protección, y no dimita de su función buscamlo sub- 
terfugios muchas veces pueriles para no conocer de las contiendas en que es 
parte la Administración (como ha ocurrido entre nosotros, por desgracia, tam 
to en el problema llamado de lo contencioso administrativo, como en el de la 
responsabilidad del Estado (oid. nota precedente), y como ha estado lamenta- 
blemente tambi6n ocurriendo con el recurso de protección al restringir sobre- 
manera su admisibilidad, no obstante su amplitud, según ha quedado expresa- 
mente establecido en las Actas de la Comisión de reforma constitucional. 

m Sobre el pmcedimiento administrativo, vig. v. gr. A. ~DRDILLO, Ptocedf- 
miento y reowsos a&nin&r&oos (2a ed.). Ed. Macchi, Buenos Aires, 1971; 
más ampliamente M. S. G~INI, Como de diritto ammin4%r&w (4 vol.). 
Giuffr6, Milano, 1939, el val. IV; para la visión inglesa de ‘la materia {Inqtity) 
oid. H. W. R. WADE, Administratiue Low (3rd. edn.), Clarendon Press, Oxford, 
1974, 219-253; J. L. Bwsslw>, L.‘enqu&e publique en Angleterre. PUF, Paris, 
1969; de modo breve y elemental, nuestro Notos sobre el proce&&nto ude& 
nistrutiuo en el derecho ingkfs, en RDP 16 (1974) 59-66. ~Valga recordar aqui, 
a pmp6sito de la participación, las lúcidas palabras de Gãudemet cit. 192 “si 
le peuple n’est pas seul maltre de Ia cité, c’est lui cependant qui Panime et 
c’eat pour lui qu’elle est organis6e”. 

a No se entienda, pues, esta visión como tributaria de liberalismo, ya que 
la misión de la autoridad no es ni puede ser meramente gendarme o guardiana 
de hipotkicas libertades, sino que promotora del bien común y concertadora 
de todos los esfuerzos individuales y societarios de las personas en pro de la 
búsqueda y realización de esas condiciones sociales que permitan a cada miem- 
bro de la comunidad política su pleno desarrollo tanto material como espiritual. 
Y, por otra parte, la persona no es ~610 sujeto de derechos sino también de 
deberea, tanto respecto de sus semejantes como respecto de la sociedad de la 
cual forma parte. 

aa Sb10 puede conocer la verdad quien no quiere nada para sí mismo, nos 
recuerda Santo Tomas. 


